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como actividades económicas, deberán cumplir para su realización con los requisitos 
previstos en la Ley 1801 de 2016.

Artículo 2.2.8.18.12.1.6. Publicidad del régimen de propiedad horizontal. 
Las asambleas y consejos de administración de las copropiedades incorporarán 
las modificaciones a su reglamento de propiedad horizontal, de conformidad con 
las pautas establecidas por la jurisprudencia constitucional a efectos de que las 
autoridades de policía puedan desarrollar, sin ambigüedades, su función y actividad. 
Una copia del reglamento de propiedad horizontal completa y vigente, así como 
el censo de animales de compañía residentes en la propiedad deberá permanecer a 
disposición de las autoridades de policía para su consulta.

Artículo 2.2.8.18.12.1.7. De la no entrega de las actas de asamblea. De 
conformidad con el parágrafo del artículo 47 de la Ley 675 de 2001, una vez opere la 
negativa en la entrega de la copia del acta de asamblea o documentos no sometidos 
a reserva legal, bastará con la emisión de la orden de policía debidamente proferida 
por el alcalde municipal o distrital para su cumplimiento. La inobservancia a esta 
disposición constituirá el comportamiento contrario a la convivencia al que hace 
referencia las afectaciones de las relaciones entre las personas y las autoridades.

Artículo 2.2.8.18.12.1.8. Del comité de convivencia en propiedades horizontales. 
Sin perjuicio de las acciones policivas, corresponderá al comité de convivencia en 
el marco de la Ley 675 de 2001 y el reglamento de propiedad horizontal respectivo, 
conocer de los conflictos de convivencia que se susciten en la copropiedad.

SUBSECCIÓN 2

Del Manejo de Caninos de Tratamiento Especial

Artículo 2.2.8.18.12.2.1. De la plataforma de registro de caninos de manejo 
especial. Dentro del año siguiente a la expedición de este decreto, las entidades 
territoriales deberán implementar una plataforma de registro de caninos de manejo 
especial en cumplimiento a la normatividad de la Ley 1801 de 2016, en el cual se 
incluya no solo su registro sino su venta y/o cesión a cualquier título. El Distrito 
Capital, las ciudades capitales y los municipios con población superior a los cien 
mil habitantes, tendrán la responsabilidad de implementar la plataforma. Los 
departamentos asumirán esta responsabilidad para los demás entes territoriales. Estos 
registros serán públicos y les aplicarán las restricciones propias de protección legal 
de los datos personales.

Parágrafo. De conformidad con el numeral sexto del artículo 134 de la Ley 1801 
de 2016, no se aprobará el registro de caninos de tratamiento especial a nombre 
de niños, niñas y/o adolescentes, la obligación de tramitar el registro recaerá 
exclusivamente sobre mayores de edad.

Artículo 2.2.8.18.12.2.2. De las pólizas de seguros. Para el cumplimiento del 
registro de que trata el numeral 4 del artículo 128 de la Ley 1801 de 2016, la póliza de 
responsabilidad civil extracontractual que cubrirá la indemnización de los perjuicios 
patrimoniales que dichos ejemplares ocasionen a personas, bienes, o demás animales 
podrá contratarse de manera específica o en conjunto con otros riesgos.

Artículo 2.2.8.18.12.2.3. De la aprehensión o incautación de animales. La 
aprehensión material preventiva de animales, se entenderá para todos los efectos 
como su incautación. El Inspector de policía o Corregidor la ordenará de forma 
inmediata si existe prueba suficiente para justificar que el animal no debe regresar a 
su entorno, en el cual fueron vulneradas cualquiera de sus cinco libertades; de igual 
manera procederá, al verificar el término para cancelar las expensas generadas por su 
manutención, albergue, atención veterinaria y similares, si no se ha realizado el pago.

Parágrafo 1°. La custodia definitiva del animal no estará sujeta a la decisión final 
sobre las consecuencias jurídicas para el responsable de la situación en que se encontró 
al animal, en el momento de su aprehensión material preventiva. Se procurará en todo 
caso el restablecimiento más próximo posible de su bienestar integral.

Parágrafo 2°. Se deberá distinguir en cada caso si la aprehensión es de animales 
de compañía, de producción, silvestres o especies protegidas, para lo relativo a su 
custodia, tratamiento, efectos jurídicos de las normas que los amparan y disposición 
definitiva.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las normas que le sean contrarías.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 7 de julio de 2025.
GUSTAVO PETRO URREGO

El Ministro del Interior,
Armando Alberto Benedetti Villaneda.

El Ministro de Defensa Nacional,
Pedro Arnulfo Sánchez Suárez.

Ministerio de educación nacional

Decretos

DECRETO NÚMERO 0770 DE 2025

(julio 7)
por medio del cual se modifican las Secciones 3 y 5 del Capítulo 3 del Título 1 de la 
Parte 3 del Libro 2 del Decreto número 1075 de 2015, en lo referente a requisitos de 
experiencia e idoneidad para la contratación del servicio educativo por parte de las 

entidades territoriales certificadas en educación.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, y en particular, las previstas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, los numerales 5.1, 5.2, 5.4, 5.6, 5.17 y 5.21 del artículo 5° de la Ley 715 de 2001, 
y

CONSIDERANDO:
Que de acuerdo con el artículo 67 de la Constitución Política, “La educación es un 

derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; (…)”, del cual 
son responsables el Estado, la sociedad y la familia. Asimismo, establece que corresponde 
al Estado velar por una educación de calidad, el cumplimiento de sus fines y por la mejor 
formación moral, intelectual y física de los educandos.

Que el artículo 68 ibidem, señala la posibilidad que tienen los particulares de prestar 
el servicio educativo en las condiciones establecidas por el legislador, resaltando que “La 
enseñanza estará a cargo de personas de reconocida idoneidad ética y pedagógica”.

Que la Ley 715 de 2001 en sus artículos 6° y 7°, establece como competencias de los 
departamentos, distritos y municipios, entre otras, las de: (i) dirigir, planificar y prestar el 
servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media en sus distintas modalidades, 
en condiciones de equidad, eficiencia y calidad; (ii) administrar y distribuir entre los 
municipios o establecimientos educativos de su jurisdicción los recursos financieros 
provenientes del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación de los 
servicios educativos a cargo del Estado; (iii) administrar las instituciones educativas, el 
personal docente y administrativo de los planteles educativos, sujetándose a la planta de 
cargos adoptada; (iv) participar con recursos propios en la financiación de los servicios 
educativos a cargo del Estado y en la cofinanciación de programas y proyectos educativos 
y en las inversiones de infraestructura, calidad y dotación. Los costos amparados con 
estos recursos no podrán generar gastos permanentes con cargo al Sistema General de 
Participaciones y (v) mantener la cobertura actual y propender a su ampliación.

Que el artículo 27 de la citada ley, modificado por el artículo 30 de la Ley 1176 de 2007 
y el artículo 1° de la Ley 1294 de 2009, establece que “Los Departamentos, Distritos y 
Municipios certificados, prestarán el servicio público de la educación a través del Sistema 
Educativo Oficial.)”. Igualmente, indica la norma que “Solamente en donde se demuestre 
insuficiencia o limitaciones en las instituciones educativas del Sistema Educativo Oficial 
podrá contratarse la prestación del servicio educativo con entidades sin ánimo de lucro, 
estatales o entidades educativas particulares cuando no sean suficientes las anteriores, 
que cuenten con una reconocida trayectoria e idoneidad, sin detrimento de velar por la 
cobertura e infraestructura en los servicios educativos estatales. (…)”.

Que la Ley 1324 de 2009, en su artículo 1°, resalta que “El Estado en el ejercicio de 
su función suprema de inspección y vigilancia de la educación tiene el deber de valerse de 
exámenes de Estado y otras pruebas externas, para medir el nivel de cumplimiento de sus 
objetivos y buscar el mejoramiento continuo de la educación. (…)”.

Que en el artículo 7° de la misma ley, modificado por el artículo 129 de la Ley 2294 de 
2023, se indica que “El Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación (Icfes), 
practicará los siguientes exámenes de Estado e instrumentos de medición:

1. Medición nacional de la calidad de la educación inicial que ofrecen las institu-
ciones educativas en el nivel prescolar.

2. Exámenes para evaluar oficialmente la educación básica primaria y secundaria.
3. Exámenes para evaluar oficialmente la educación formal impartida a quienes 

terminan el nivel de educación media, o a quienes deseen acreditar que han ob-
tenido los conocimientos y competencias esperados de quienes terminaron dicho 
nivel.

4. Exámenes para evaluar oficialmente la educación formal impartida a quienes 
terminan los programas de pregrado en las instituciones de educación superior 
(…)”.

Que el mismo artículo, consagra la obligatoriedad únicamente de los exámenes para 
la terminación de la educación media y de terminación de programas de pregrado en las 
instituciones de educación superior, así: “La práctica de los exámenes de Estado a los 
que se refieren los numerales 3) y 4) anteriores son obligatorios en cada institución que 
imparta educación media y superior, y son requisito para obtener el Título respectivo y 
para ingresar al siguiente nivel educativo (…)”.

Que con el objetivo de compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario 
que rigen al sector educativo y contar con un instrumento jurídico único, el Gobierno 
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nacional expidió el Decreto número 1075 de 2015, “por medio del cual se expide el 
Decreto Único Reglamentario del Sector Educación”.

Que el Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 3 del Libro 2 del Decreto número 1075 de 
2015 - Único Reglamentario del Sector Educación, reglamentó lo relativo a la contratación 
del servicio educativo por parte de las entidades territoriales certificadas en educación, en 
el cual establece que para la contratación de la prestación del servicio público educativo 
es necesario contar con un Banco de Oferentes, que debe ser conformado y/o actualizado 
por la entidad territorial certificada con el listado de los establecimientos educativos no 
oficiales de reconocida trayectoria e idoneidad en la prestación del servicio educativo.

Que en el artículo 2.3.1.3.3.7 de este decreto estipula, como uno de los requisitos 
adicionales para demostrar la idoneidad de los establecimientos educativos no oficiales 
para la contratación del servicio educativo por las entidades territoriales certificadas en 
educación, el haber alcanzado puntajes superiores al percentil 35 en las áreas de lenguaje 
y matemáticas, en los resultados de las pruebas Saber 3°, 5°, 9° y 11.

Que en el parágrafo del artículo 2.3.1.3.5.4, se señalan las reglas para la acreditación de la 
idoneidad de las iglesias y confesiones religiosas que pretendan suscribir con las entidades 
territoriales certificadas en educación contratos para la promoción e implementación de 
estrategias de desarrollo pedagógico, entre ellas, haber obtenido resultados de calidad 
superiores al percentil 30 en los establecimientos educativos de su respectiva entidad 
territorial certificada en educación, en las áreas de lenguaje y matemáticas en las últimas 
pruebas de Estado Saber 3°, 5°, 9° y 11.

Que las iglesias y confesiones religiosas que pretendan suscribir contratos para la 
promoción e implementación de estrategias de desarrollo pedagógico con las entidades 
territoriales certificadas en educación podrán acreditar el requisito de idoneidad en 
establecimientos educativos oficiales y no oficiales. Por tal motivo, se hace necesario 
adicionar criterios objetivos que permitan medir la idoneidad de las iglesias y confesiones 
religiosas para los casos en que no se cuente con los resultados actualizados de las pruebas 
Saber 3°, 5° y 9°.

Que al ser la autoevaluación institucional una herramienta que permite evidenciar las 
prácticas de los establecimientos educativos, es importante que las iglesias y confesiones 
religiosas que son propietarias de instituciones educativas estén en la capacidad de 
demostrar su experiencia con la gestión de dichas instituciones, para así poder acceder a 
la contratación con las entidades territoriales certificadas en educación; máxime cuando 
su participación en la educación pública se da mediante contratos para la promoción e 
implementación de estrategias de desarrollo pedagógico, que buscan que las instituciones 
educativas oficiales cuenten con las mejores prácticas para el mejoramiento de la calidad 
educativa.

Que para el año 2018, el Gobierno nacional decidió aplicar únicamente los exámenes 
de Estado considerados obligatorios en la Ley 1324 de 2009; es decir, aquellos que 
evalúan la terminación de estudios en el nivel de educación media y de terminación de los 
programas de pregrado en las instituciones de educación superior.

Que desde el año 2018 no se han aplicado censalmente las pruebas Saber 3°, 5° y 9° a 
los establecimientos educativos que prestan el servicio de educación básica en el país, por 
lo que no se cuenta con información sobre la idoneidad de los establecimientos educativos 
que no prestan servicio educativo en el nivel de media (grado 11°), situación que viene 
afectando la calidad de la contratación del servicio educativo.

Que en virtud del numeral 2 del artículo 7° de la Ley 1324 de 2009, modificado por 
el artículo 129 de la Ley 2294 de 2023, el ICFES practicará exámenes de Estado para 
evaluar la educación básica, primaria y secundaria. Por lo tanto, existe la facultad para 
que el Estado retome la aplicación de las pruebas Saber 3°, 5° y 9°; en tal sentido, y 
con el fin de contar con mayores herramientas que permitan habilitar objetivamente a los 
potenciales prestadores del servicio educativo a incluirse en el Banco de Oferentes de las 
entidades territoriales certificadas en educación, se hace necesario incluir algunos criterios 
alternativos de medición de la idoneidad para los casos en que no se cuente con resultados 
actualizados de dichas pruebas.

Que la política pública nacional en materia de evaluación ha defendido la premisa 
que los resultados de la evaluación institucional, en conjunto con los de la evaluación 
externa a través de pruebas estandarizadas como las pruebas Saber y las que aplica el 
establecimiento educativo para valorar los aprendizajes a sus estudiantes, son un valioso 
insumo para avanzar en la ruta hacia la calidad educativa.

Que la autoevaluación institucional consagrada en el artículo 84 de la Ley 115 de 
1994, es un proceso que deben adelantar todos los establecimientos educativos públicos 
y privados con miras a propiciar el mejoramiento de la calidad de la educación que se 
imparte, para examinar la manera en que se avanza hacia el cumplimiento de metas que se 
articulan con los objetivos del Proyecto Educativo Institucional.

Que el proceso de autoevaluación para los establecimientos educativos privados se 
realiza en aplicación de lo dispuesto en el Decreto número 1075 de 2015 y de los lineamientos 
adoptados por el Ministerio de Educación Nacional en el Manual de Autoevaluación y 
Clasificación de Establecimientos Privados de Preescolar, Básica y Media y la resolución 
que establece los parámetros para la fijación de tarifas que anualmente expida esta cartera; 
como resultado de la autoevaluación, cada institución se clasifica en uno de los regímenes 
para el cobro de tarifas establecidas en el artículo 202 de la Ley 115 de 1994, según 
corresponda, en libertad regulada, libertad vigilada o régimen controlado.

Que los resultados de la autoevaluación institucional son un indicativo de los diversos 
procesos y la gestión de las instituciones educativas, los cuales deben ser reconocidos por 
el Estado.

Que es importante que los establecimientos educativos que tienen mejores resultados 
en la autoevaluación institucional, que no cuenten con resultados actualizados en las 
pruebas Saber 3°, 5° y 9 por la inaplicación de estas por parte del ICFES o con resultados 
de las pruebas Saber 11 debido a que no ofertan este último grado, excepcionalmente 
puedan ser habilitados como potenciales prestadores del servicio educativo en el Banco 
de Oferentes de las entidades territoriales certificadas en educación; así como servir de 
criterio para demostrar la idoneidad de las iglesias y confesiones religiosas que demuestran 
su experiencia en establecimientos educativos no oficiales.

Que en virtud de todo lo anterior, y con el propósito de complementar los requisitos 
de experiencia e idoneidad para la contratación del servicio educativo, se hace necesario 
modificar algunos artículos del Decreto número 1075 de 2015 - Único Reglamentario del 
Sector Educación, incorporando la clasificación de los establecimientos educativos en los 
regímenes de libertad que mejores resultados de calidad presenten, tanto para la evaluación 
previa realizada por las entidades territoriales (actualización o conformación del Banco de 
Oferentes), como en la selección de las iglesias o confesiones religiosas contratistas a las 
que se le permitirá atender la población que requiere el servicio educativo oficial.

Que de conformidad con lo establecido en el numeral 9 del artículo 3° y el numeral 8 
del artículo 8° de la Ley 1437 de 2011, “por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” y el artículo 2.1.2.1.14 del Decreto 
número 1081 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto Reglamentaría Único del 
Sector Presidencia de la República”, el proyecto de decreto fue publicado y socializado 
entre el 10 al 25 de diciembre de 2024, para observaciones de la ciudadanía.

En mérito de lo expuesto,
DECRETA:

Artículo 1°. Modificación del artículo 2.3.1.3.3.7 del Decreto número 1075 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.3.1.3.3.7 del Decreto número 1075 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.3.1.3.3.7. Experiencia e idoneidad de los aspirantes a ser habilitados 
en el Banco de Oferentes. Los aspirantes a ser habilitados en el Banco de Oferentes 
deberán demostrar que sus establecimientos educativos postulados cumplen, además de 
los requisitos señalados en el artículo anterior, los siguientes requisitos de experiencia e 
idoneidad:

1. Experiencia. Para acreditar la experiencia requerida, los aspirantes deben haber 
prestado el servicio educativo directamente por cinco (5) años continuos o dis-
continuos, en cualquier tiempo.

2. Idoneidad. En los resultados anuales publicados por el ICFES correspondientes 
a las pruebas de Estado Saber 3°, 5°, 9° y 11° presentadas, el establecimiento 
educativo haya alcanzado puntajes superiores al percentil 35 en las áreas de len-
guaje o lectura crítica y matemáticas, entre los establecimientos educativos de su 
respectiva entidad territorial certificada en educación. En caso que el estableci-
miento educativo no presente la totalidad de las pruebas, por no ofrecer alguno 
de los grados, este requisito aplicará solo para las pruebas presentadas.

En los casos en que el ICFES no haya aplicado pruebas Saber 3°, 5° y 9° en 
el año inmediatamente anterior y el establecimiento educativo no tenga resultados 
correspondientes a las pruebas de Estado Saber 11, por no ofertar este grado, el criterio de 
idoneidad debe ser acreditado de una de las siguientes formas:

a) Encontrarse en el régimen de libertad regulada al momento de postularse para 
participar en la conformación o actualización del Banco de Oferentes, de acuerdo 
con lo dispuesto en el Decreto número 1075 de 2015, los lineamientos adopta-
dos por el Ministerio de Educación Nacional en el Manual de Autoevaluación y 
Clasificación de Establecimientos Privados de Preescolar, Básica y Media y la 
resolución que establece los parámetros para la fijación de tarifas vigente.

b) Encontrarse en el régimen de libertad vigilada en la categoría 9 o superiores, por 
razones de idoneidad, al momento de postularse para participar en la conforma-
ción o actualización del Banco de Oferentes, de acuerdo con la resolución de 
tarifas vigente.

Parágrafo 1°. La entidad territorial certificada podrá establecer criterios de trayectoria 
e idoneidad superiores a los enunciados en la presente Sección.

Parágrafo 2°. El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Educación Nacional, 
publicará anualmente, en el mes de noviembre, el listado de los establecimientos educativos 
que cumplen con el requisito establecido en el numeral 2 del presente artículo.

Parágrafo 3°. El cálculo de percentil para las pruebas Saber 11 en áreas de lenguaje o 
lectura crítica y matemáticas se realizará por entidad territorial certificada en educación, 
con la base de datos correspondiente a los resultados de los establecimientos educativos 
que prestan servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y media a población 
mayoritaria en edad escolar, publicados por el ICFES.

Artículo 2°. Modificación del artículo 2.3.1.3.3.11 del Decreto número 1075 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.3.1.3.3.11 del Decreto número 1075 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.3.1.3.3.11. Criterios para la celebración de contratos de prestación del 
servicio educativo. La entidad territorial certificada solamente podrá celebrar contratos 



16  DIARIO OFICIAL
Edición 53.175

Martes, 8 de julio de 2025

para la prestación del servicio educativo con quienes se encuentren inscritos y habilitados 
en el Banco de Oferentes vigente, teniendo en cuenta para tales efectos los criterios de 
selección objetiva establecidos en la ley y además los siguientes:

1. La cercanía entre la ubicación geográfica de la demanda y el lugar donde se 
encuentra el establecimiento educativo con el cual se ofrece prestar el servicio 
educativo.

2. La disponibilidad efectiva del establecimiento educativo ofertado para atender a 
los estudiantes al momento de la contratación.

3. La concordancia entre la canasta educativa requerida por la entidad territorial y 
la canasta ofrecida por el establecimiento educativo.

4. Las adecuadas condiciones de las instalaciones físicas de los establecimientos 
educativos en los que se prestará el servicio educativo.

5. El establecimiento educativo no oficial con el que se va a celebrar el contrato 
debe mantener los criterios de experiencia e idoneidad exigidos para la habilita-
ción en el Banco de Oferentes, verificando el cumplimiento de lo establecido en 
el numeral 2 del artículo 2.3.1.3.3.7 del presente decreto.

Artículo 3°. Modificación del artículo 2.3.1.3.5.4 del Decreto número 1075 de 2015. 
Modifíquese el artículo 2.3.1.3.5.4 del Decreto número 1075 de 2015, el cual quedará así:

Artículo 2.3.1.3.5.4. Reglas de los contratos para la promoción e implementación de 
estrategias de desarrollo pedagógico, con iglesias y confesiones religiosas. Los contratos 
para la promoción e implementación de estrategias de desarrollo pedagógico con iglesias 
y confesiones religiosas se regirán por las siguientes reglas:

1. Las iglesias y confesiones religiosas deben demostrar trayectoria en el sector 
educativo, mediante la acreditación de una experiencia mínima de cinco (5) años 
en la promoción e implementación de estrategias de desarrollo pedagógico en 
establecimientos educativos, o en la prestación del servicio educativo.

2. Las iglesias y confesiones religiosas deben demostrar su idoneidad en la presta-
ción del servicio de educación formal, en los términos del numeral 10 del artículo 
2.3.1.3.1.5. del presente decreto, y haber propendido por el mejoramiento conti-
nuo de la calidad educativa del establecimiento.

3. Las iglesias y confesiones religiosas acompañarán al consejo directivo del esta-
blecimiento educativo, proponiendo elementos que posibiliten el buen desem-
peño académico y social de los estudiantes y que puedan ser incorporados en el 
reglamento o manual de convivencia.

4. Las iglesias y confesiones religiosas apoyarán el desarrollo de actividades co-
munitarias, culturales, deportivas y recreativas, de acuerdo con los criterios pro-
puestos por el consejo directivo.

5. Las iglesias y confesiones religiosas apoyarán el desarrollo de actividades de 
tipo académico, deportivo y cultural con otros establecimientos educativos.

6. Las iglesias y confesiones religiosas apoyarán al consejo académico del esta-
blecimiento educativo en la organización del plan de estudios y en la mejora 
continua del currículo, promoviendo las modificaciones y ajustes que considere 
necesarios o pertinentes para una educación con altos niveles de calidad.

7. En los contratos con iglesias y confesiones religiosas para la promoción e im-
plementación de estrategias de desarrollo pedagógico se contratarán estas activi-
dades en favor de los establecimientos educativos oficiales (institución o centro 
educativo), incluyendo la totalidad de las sedes que los conforman.

8. En la ejecución del contrato de promoción e implementación de estrategias de 
desarrollo pedagógico, la iglesia o confesión religiosa contratista vinculará el 
personal docente, directivo docente y administrativo que sea necesario para ase-
gurar la implementación y el desarrollo del PEI o del PEC. Dicha vinculación se 
realizará de acuerdo con la necesidad identificada en el estudio de insuficiencia y 
limitaciones señalado en el presente Capítulo.

9. La entidad territorial certificada contratará la promoción e implementación de 
estrategias de desarrollo pedagógico, además de los componentes de la canasta 
educativa que la entidad territorial no esté en capacidad de aportar. En conse-
cuencia, la entidad territorial no podrá contratar exclusivamente la provisión de 
un solo componente de la canasta educativa (v. gr. planta física, dotación, perso-
nal docente o administrativo), sino que tales componentes serán adicionales a la 
promoción e implementación de estrategias de desarrollo pedagógico.

10. En desarrollo de estos contratos, el rector de los establecimientos educativos 
oficiales contratados podrá ser vinculado directamente por el contratista o pro-
visto por la entidad territorial, de acuerdo con la disponibilidad de su planta de 
personal.

11. Si el rector es vinculado por la iglesia o confesión religiosa contratista, el perso-
nal docente y administrativo oficial aportado por la entidad territorial certificada 
deberá acatar tanto los lineamientos que el rector imparta, relacionados con la 
prestación del servicio, como las exigencias y requerimientos que en su condi-
ción de empleador le formulen las autoridades territoriales competentes.

12. Cuando el rector del establecimiento educativo contratado sea provisto por la 
entidad territorial certificada, dicho rector impartirá las orientaciones pedagógi-
cas, tanto al personal oficial aportado por la entidad territorial, como al personal 

vinculado por el contratista, sin que esto último implique una modificación a la 
relación laboral preexistente.

13. Las relaciones laborales del personal contratado por la iglesia o confesión reli-
giosa se someterán a las disposiciones del derecho privado.

Parágrafo 1°. Para acreditar la idoneidad de que trata el numeral 2 del presente artículo, 
a partir de la vigencia 2026, las iglesias y confesiones religiosas deberán demostrar que:

a) Han prestado el servicio educativo dentro de la jurisdicción de la entidad territo-
rial con la cual se celebrarán los contratos que se trata en la presente sección, a 
través de establecimientos educativos, privados u oficiales, y

b) Que el establecimiento educativo haya obtenido resultados de calidad superio-
res al percentil 30 en los establecimientos educativos de su respectiva entidad 
territorial certificada en educación, en las áreas de lenguaje o lectura crítica y 
matemáticas en las últimas pruebas de Estado Saber 3°, 5°, 9° y 11°; de acuerdo 
con la publicación realizada por el ICFES. En caso de que el establecimiento 
educativo no presente la totalidad de las pruebas, por no ofrecer alguno de los 
grados, la condición establecida en el literal b) se aplicará solo para las pruebas 
presentadas.

En los casos en que el ICFES no haya aplicado pruebas Saber 3°, 5° y 9° en el año 
inmediatamente anterior y el establecimiento educativo no tenga resultados correspondientes 
a las pruebas de Estado Saber 11°, por no ofertar este grado, para acreditar la idoneidad de 
que trata el numeral 2 del presente artículo, las iglesias y confesiones religiosas deberán 
demostrar:

• Encontrarse en el régimen de libertad regulada de acuerdo con la resolución que 
establece los parámetros para la fijación de tarifas que se encuentre vigente.

• Encontrarse en régimen de libertad vigilada en la categoría 9, o la que haga sus 
veces, y superiores, de acuerdo con la resolución de tarifas vigente.

Parágrafo 2°. En caso de que el establecimiento educativo con el que se pretenda 
demostrar la experiencia sea oficial y no cuente con grado 11°, la iglesia o confesión 
religiosa deberá demostrar cinco (5) años de experiencia en ejecución de contratos para la 
promoción e implementación de estrategias de desarrollo pedagógico.

Artículo 4°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir del día siguiente 
a su publicación y modifica las Secciones 3 y 5 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 3 del 
Libro 2 del Decreto número 1075 de 2015 - Único Reglamentario del Sector Educación.

Publíquese y cúmplanse.
Dado a 7 de julio de 2025.

GUSTAVO PETRO URREGO
El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.

Ministerio de ViVienda,  
ciudad y territorio

Decretos

DECRETO NÚMERO 0774 DE 2025

(julio 7)
por el cual se modifica parcialmente el artículo 2.3.1.1.1. y el Capítulo 4 del Título 1, 
Parte 3, Libro 2 del Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio 
1077 de 2015, mediante el cual se establecen las condiciones y criterios para el uso de los 

biosólidos generados en sistemas de tratamiento de aguas residuales municipales.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas en el numeral 11 del artículo 189 de 
la Constitución Política, y,

CONSIDERANDO:
Que los artículos 8°, 79 y 80 de la Constitución Política consagran el deber de 

protección de las riquezas naturales, el derecho colectivo a gozar de un ambiente sano, el 
deber del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente y prevenir y controlar 
los factores de deterioro ambiental.

Que conforme a lo que dispone el artículo 366 de la Carta, son finalidades sociales del 
Estado: (i) el bienestar general, (ii) el mejoramiento de la calidad de vida de la población, y 
(iii) la búsqueda de soluciones de las necesidades básicas insatisfechas de salud, educación, 
saneamiento ambiental y agua potable.

Que corresponde al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en el marco de lo 
establecido en Decreto número 3571 de 2011, modificado por los Decretos números 1604 
de 2020 y 0128 de 2023, la formulación de políticas públicas de agua y saneamiento básico, 
en virtud de lo cual se debe promover la implementación de sistemas de tratamiento de 
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	Ministerio del Interior
	DECRETO NÚMERO 0772 DE 2025
	por el cual se adiciona el artículo 1.1.2.4 al Título 2 del Libro 1 de la Parte 1 y el Capítulo 4 al Título 1 de la Parte 7 del Libro 2 del Decreto número 1066 de 2015, único Reglamentario del Sector Administrativo del interior, con el fin de reglamentar 
	Ministerio de Relaciones Exteriores
	DECRETO NÚMERO 0777 DE 2025
	por el cual se asignan unas Funciones Consulares en el Consulado General de Colombia en Sidney.
	DECRETO NÚMERO 0778 DE 2025
	por el cual se hace un nombramiento en la planta de personal del Ministerio de Relaciones Exteriores.

	DECRETO NÚMERO 0779 DE 2025
	por el cual se asignan unas Funciones Consulares en la Embajada de Colombia ante el Gobierno de la República Oriental del Uruguay.

	DECRETO NÚMERO 0781 DE 2025
	por el cual se asignan unas Funciones Consulares en la Embajada de Colombia ante el Gobierno de la República de Austria.

	DECRETO NÚMERO 0782 DE 2025
	por el cual se asignan unas Funciones Consulares en la Embajada de Colombia ante el Gobierno de la República de El Salvador.




	Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público
	DECRETO NÚMERO 0769 DE 2025
	por medio del cual se modifica el Decreto número 1068 de 2015 en lo relacionado con el ofrecimiento y prestación de servicios de órdenes de pago y transferencias de fondos por parte de las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas multiactivas e
	DECRETO NÚMERO 0771 DE 2025
	por el cual se reglamentan los artículos 35, 38, 39, 40, 40-1, 41, 81, 81-1 y 118 del Estatuto Tributario y se sustituye el artículo 1.2.1.7.5. del Capítulo 7, los artículos 1.2.1.12.6. y 1.2.1.12.7. del Capítulo 12 y el artículo 1.2.1.17.19. del Capítulo

	RESOLUCIÓN NÚMERO 1604 DE 2025
	por la cual se modifica la desagregación realizada mediante Resolución número 0004 del 2 de enero de 2025 “por la cual se efectúa la desagregación presupuestal a las apropiaciones contenidas en el Anexo del Decreto de Liquidación del Presupuesto General d




	Ministerio de Defensa Nacional
	Decreto NÚMERO 0768 de 2025
	por medio del cual se adiciona el Capítulo XVIII al Título 8, a la Parte 2, del Libro 2 del Decreto número 1070 de 2015, “Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Defensa”, para reglamentar parcialmente la Ley 1801 de 2016, por la cual se 


	Ministerio de Educación Nacional
	DECRETO NÚMERO 0770 DE 2025
	por medio del cual se modifican las Secciones 3 y 5 del Capítulo 3 del Título 1 de la Parte 3 del Libro 2 del Decreto número 1075 de 2015, en lo referente a requisitos de experiencia e idoneidad para la contratación del servicio educativo por parte de las


	Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio
	DECRETO NÚMERO 0774 DE 2025
	por el cual se modifica parcialmente el artículo 2.3.1.1.1. y el Capítulo 4 del Título 1, Parte 3, Libro 2 del Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y Territorio 1077 de 2015, mediante el cual se establecen las condiciones y criterios pa
	DECRETO NÚMERO 0775 DE 2025
	por el cual se modifican y/o adicionan los artículos 2.1.1.1.1.1.2, 2.1.1.1.1.1.7, 2.1.1.1.1.1.8, 2.1.1.1.13.3; 2.1.1.1.13.4 del Capítulo 1, del Título 1, de la Parte 1, del Libro 2; 2.1.1.4.1.1.1, 2.1.1.4.1.2.1, 2.1.1.4.1.2.2, 2.1.1.4.1.2.3, 2.1.1.4.1.3.

	DECRETO NÚMERO 0776 DE 2025
	por el cual se reglamentan los lineamientos para garantizar el mínimo vital de acueducto y alcantarillado, se definen las condiciones para asegurar de manera efectiva el acceso al agua apta para consumo humano y saneamiento básico, se definen los medios a




	RESOLUCIÓN NÚMERO 0418 DE 2025
	por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.
	RESOLUCIÓN NÚMERO 0419 de 2025
	por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0420 DE 2025
	por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0421 DE 2025
	por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.



	Ministerio de Transporte
	DECRETO NÚMERO 0773 DE 2025
	por medio del cual se designa al representante del Presidente de la República en el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Vías (Invías).


	Superintendencias
	Superintendencia Nacional de Salud
	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025920040005394-6 DE 2025
	por la cual se establecen las tarifas, los lugares y plazos para cumplir con el pago de la Contribución consagrada en el artículo 76 de la Ley 1955 de 2019 para la vigencia 2025.



	Unidades Administrativas Especiales
	Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales
	RESOLUCIÓN NÚMERO 587 de 2025
	por la cual se decide el recurso de apelación interpuesto por la Agencia de Aduanas ROLDÁN S. A. S. NIVEL 1 contra la Resolución número 2024003980600583 del 13 de noviembre de 2024.
	RESOLUCIÓN NÚMERO 2876 DE 2025
	por la cual se decide un recurso de apelación.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 3830 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 007406 DE 2025
	por la cual se efectúa un nombramiento ordinario.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 007468 DE 2025
	por la cual se efectúan unos nombramientos ordinarios y se declara una insubsistencia de un nombramiento ordinario.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600264 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600265 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600266 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600267 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600268 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600269 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600270 DE 2025 
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600271 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600272 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600273 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600275 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600276 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600277 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600279 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600280 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 2025003980600281 DE 2025
	por la cual se expide una Resolución de Clasificación Arancelaria Ordinaria.


	Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico
	RESOLUCIÓN CRA NÚMERO 1014 DE 2025
	por la cual se modifica el artículo 1.6.5.2.2.7 de la Resolución CRA 943 de 2021 en relación con las fases de implementación del Indicador Único Sectorial (IUS) de los servicios públicos domiciliarios de acueducto y/o alcantarillado. 


	Unidad Administrativa Especial Aeronáutica Civil
	DIRECTIVA NÚMERO 24-25 de 2025

	Unidad Administrativa Especial de Pensiones de Cundinamarca
	El Subdirector de Prestaciones Económicas,
	HACE SABER:
	Que el día 10 de febrero de 2025, falleció el señor Jorge Tulio Rojas Gutiérrez, quién en vida se identificaba con cédula de ciudadanía número 2920247. Que a reclamar la Indemnización Sustitutiva de la Pensión de Sobreviviente se presentó la señora Gloria





	V a r i o s
	Defensoría del Pueblo
	RESOLUCIÓN NÚMERO 0820 DE 2025
	por medio de la cual se delegan algunas funciones, se derogan las Resoluciones números 1330 y 1362 de 2020, la Resolución número 9 de 2025, y se dictan otras disposiciones.

	Fondo Nacional de Vivienda
	RESOLUCIÓN NÚMERO 0285 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de San Juan Nepomuceno, en el departamento de Bolívar, en la modalidad de v

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0286 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asignan cinco (5) Subsidios Familiares de Vivienda Rural distribuidos en los municipios de Tierralta, Valencia y Montería, en el departamento

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0287 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asignan dos (2) Subsidios Familiares de Vivienda Rural distribuidos en los municipios de Becerril y Valledupar, en el departamento de Cesar, 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0288 DE 2025
	por medio de la cual se aclara la Resolución número 0035 del 6 de marzo de 2025, por la cual se asignan treinta y tres (33) subsidios familiares de vivienda rural en la modalidad de mejoramiento a hogares beneficiarios del programa de mejoramiento de vivi

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0289 DE 2025
	por la cual se asignan treinta y tres (33) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de Mejoramiento de Vivienda Rural dentro del Esquema Público.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0290 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna UN (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de Santander de Quilichao, en el departamento del CAUCA en la modalidad de 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0291 DE 2025
	por la cual se corrigen unos yerros en las Resoluciones número 683 de 2001 y 1161 de 1997.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0292 de 2025
	por la cual se corrige y modifica parcialmente la Resolución número 0233 del 16 de mayo de 2025, por medio de la cual se da cumplimiento a una orden judicial en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asignan tres (3) Subsidios Familiar

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0293 DE 2025
	por la cual se modifica parcialmente la Resolución número 0070 del 14 de febrero de 2023 “por la cual se asignan Ochenta y un (81) Subsidios Familiares de Vivienda Rurales, en los municipios de San Juan de Urabá y Necoclí, en el departamento de Antioquia 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0294 DE 2025
	por la cual se acepta Una (01) renuncia al Subsidio Familiar de Vivienda Rural en la modalidad de mejoramiento de vivienda Rural, en cumplimiento de los compromisos asumidos por el Gobierno nacional con el Consejo Regional Indígena del HUILA CRIHU.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0295 DE 2025
	por la cual se asignan doscientos treinta y nueve (239) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de Mejoramiento de Vivienda Urbana dentro del Esquema Público.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0296 DE 2025
	por la cual se asignan ciento sesenta y tres (163) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana dentro del Esquema Público.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0297 DE 2025
	por la cual se asignan diecinueve (19) subsidios familiares de vivienda en la modalidad de mejoramiento en el marco del Convenio Interadministrativo de Cooperación número 006 de fecha 22 de septiembre de 2022 suscrito entre Fonvivienda y la Secretaría Dis

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0298 DE 2025
	por la cual se asigna un (1) subsidio familiar de vivienda en la modalidad de mejoramiento en el marco del Convenio Interadministrativo de Cooperación nro. 006 de fecha 22 de septiembre de 2022 suscrito entre Fonvivienda y la Secretaría Distrital del Hábi

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0299 DE 2025
	por la cual se asignan trescientos cincuenta y un (351) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de Mejoramiento de Vivienda Urbana dentro del Esquema de Gestión Comunitaria.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0300 DE 2025
	por la cual se asignan nueve (9) subsidios familiares de vivienda en la modalidad de mejoramiento a hogares beneficiarios del programa de Mejoramiento de Vivienda.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0301 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de Yacopí, en el departamento de Cundinamarca, en la modalidad de vivienda 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0302 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de SAMANÁ, en el departamento de Caldas, en la modalidad de vivienda nueva 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0303 DE 2025
	por medio de la cual se da cumplimiento a una orden judicial en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asignan nueve (9) Subsidios Familiares de Vivienda Rural distribuidos en los municipios de San Carlos, Granada, El Bagre, La Unión, 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0304 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de Remolino, en el departamento del Magdalena, en la modalidad de vivienda 

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0305 DE 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna UN (01) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de la Jagua de Ibirico, en el departamento del Cesar, en la modalidad de v

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0306 2025
	por la cual se da cumplimiento a órdenes judiciales en el marco de la Jurisdicción de Restitución de Tierras y se asigna UN (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en el municipio de TARQUI, en el departamento de HUILA en la modalidad de vivienda nueva en

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0307 DE 2025
	por la cual se asignan quince (15) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0308 DE 2025
	por la cual se asignan treinta y tres (33) subsidios familiares de vivienda en la modalidad de mejoramiento a hogares beneficiarios del programa de Mejoramiento de Vivienda.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0309 DE 2025
	por la cual se asignan cuarenta y un (41) Subsidios Familiares de Vivienda Rural en la modalidad de mejoramiento en el marco del esquema Asociativo del programa de vivienda rural en los municipios de Amagá, Caicedo, Chigorodó, Liborina, Marinilla, Sopetrá

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0310 DE 2025
	por la cual se asignan veintiséis (26) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0311 DE 2025
	por la cual se asignan un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en la modalidad de mejoramiento en el marco del esquema Asociativo del programa de vivienda rural en el municipio de Andes, un (1) Subsidio Familiar de Vivienda Rural en la modalidad de mej

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0312 DE 2025
	RESOLUCIÓN NÚMERO 0313 DE 2025
	por la cual se asignan treinta y nueve (39) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0314 DE 2025
	por la cual se asignan un total de dos (2) subsidios familiares de vivienda a hogares que se encontraban en estado solicitante a diciembre de 2024, beneficiarios del Programa de Promoción de Acceso a la Vivienda de Interés Social - Mi Casa Ya”.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0315 DE 2025
	por la cual se asignan un total de doscientos noventa y seis (296) subsidios familiares de vivienda, de los cuales, doscientos cuarenta y seis (246) corresponden a subsidios familiares de vivienda y cincuenta (50) a subsidios con aplicación concurrente, a

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0316 DE 2025
	por la cual se asignan diez (10) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0317 DE 2025
	por la cual se asignan veintitrés (23) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.

	RESOLUCIÓN NÚMERO 0318 DE 2025
	por la cual se asignan doce (12) subsidios familiares de vivienda en el marco del Programa de mejoramiento de vivienda urbana bajo el Esquema asociativo.


	Empleamos Temporales S. A. S.
	Empleamos Temporales S. A. S. NIT. 901217405-0,
	INFORMA:
	Que el señor Nelson de Jesús Escobar Osorio, quien en vida se identificó con la cedula de ciudadanía número 70726882, falleció el pasado 11 de mayo de 2025 en la ciudad de Medellín, Antioquia, estando para esa fecha vinculado laboralmente con nuestra empr









